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			NOTA PREVIA

			Esta duodécima edición del Curso de Procedimiento Laboral se propone actualizar la obra de acuerdo con los cambios, normativos y jurisprudenciales, producidos desde la aparición de la anterior, fechada en junio de 2016. Finalidad de esta obra es, pues, ofrecer tanto a los profesionales del Derecho del Trabajo y la Seguridad Social como a quienes se inician en el estudio de esta rama jurídica, una visión sistemática, clara y completa del complejo régimen jurídico de los procesos de trabajo.

			* * *

			En la presente edición, han redactado la Parte I, Alfredo Montoya Melgar; la Parte II, Jesús María Galiana Moreno y José Luján Alcaraz; la Parte III, Antonio V. Sempere Navarro; y la Parte IV, Bartolomé Ríos Salmerón y Faustino Cavas Martínez.

			Madrid/Murcia, junio de 2019

		

	
		
			ABREVIATURAS

			
				
					
					
				
				
					
							
							AN

						
							
							Audiencia Nacional, Sala de lo Social.

						
					

					
							
							ASAC V

						
							
							Acuerdo sobre Solución Autónoma de Conflictos Laborales (Resol. Dirección General de Empleo, 10-II-2012).

						
					

					
							
							ATC

						
							
							Auto del Tribunal Constitucional.

						
					

					
							
							ATS

						
							
							Auto del Tribunal Supremo.

						
					

					
							
							CC

						
							
							Código Civil.

						
					

					
							
							CCom

						
							
							Código de Comercio.

						
					

					
							
							CE

						
							
							Constitución Española.

						
					

					
							
							CGPJ

						
							
							Consejo General del Poder Judicial.

						
					

					
							
							CP

						
							
							Código Penal.

						
					

					
							
							DGRN

						
							
							Dirección General de los Registros y el Notariado.

						
					

					
							
							DLRT

						
							
							Real Decreto Ley de Relaciones de Trabajo (4-III-1977).

						
					

					
							
							EBEP

						
							
							Ley del Estatuto Básico del Empleado Público (30-X-2015).

						
					

					
							
							ET

						
							
							Estatuto de los Trabajadores (23-X-2015).

						
					

					
							
							FOGASA

						
							
							Fondo de Garantía Salarial.

						
					

					
							
							IMAC

						
							
							Instituto de Mediación, Arbitraje y Conciliación.

						
					

					
							
							IMSERSO

						
							
							Instituto de Mayores y Servicios Sociales.

						
					

					
							
							INEM

						
							
							Instituto Nacional de Empleo.

						
					

					
							
							INGS

						
							
							Instituto Nacional de Gestión Sanitaria.

						
					

					
							
							INSHT

						
							
							Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo.

						
					

					
							
							LAJG

						
							
							Ley de Asistencia Jurídica Gratuita (10-I-1996)

						
					

					
							
							LBPL

						
							
							Ley de Bases de Procedimiento Laboral (12-IV-1989).

						
					

					
							
							LDPJ

						
							
							Ley de Demarcación y Planta Judicial (28-XII-1988).

						
					

					
							
							LC

						
							
							Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal.

						
					

					
							
							LEC

						
							
							Ley de Enjuiciamiento Civil (7-I-2000).

						
					

					
							
							LEC-1881

						
							
							Ley de Enjuiciamiento Civil (RD 3-II-1881).

						
					

					
							
							LECr.

						
							
							Ley de Enjuiciamiento Criminal.

						
					

					
							
							LETA

						
							
							Ley del Estatuto del Trabajo Autónomo (11-VII-2007).

						
					

					
							
							LGSS

						
							
							Texto refundido de la Ley General de Seguridad Social (30-X-2015).

						
					

					
							
							LGSS-1974

						
							
							Ley General de la Seguridad Social (30-V-1974).

						
					

					
							
							LH

						
							
							Ley Hipotecaria.

						
					

					
							
							LISOS

						
							
							RDLg 5/2000, de 4 de agosto (Ley de Infraciones y Sanciones de Orden Social).

						
					

					
							
							LJCA

						
							
							Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (13-VII-1998).

						
					

					
							
							LJS

						
							
							Ley reguladora de la Jurisdicción Social (10-II-2011).

						
					

					
							
							LMFAOS-1997

						
							
							Ley de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social (30-XII-1996).

						
					

					
							
							LMURP

						
							
							Ley de Medidas Urgentes de Reforma Procesal (30-IV-1992).

						
					

					
							
							LOCJ

						
							
							Ley Orgánica de Conflictos Jurisdiccionales (18-V-1987).

						
					

					
							
							LOLS

						
							
							Ley Orgánica de Libertad Sindical (2-VIII-1985).

						
					

					
							
							LOPJ

						
							
							Ley Orgánica del Poder Judicial (1-VII-1985).

						
					

					
							
							LORAP

						
							
							Ley 9/1987, de 12 de junio, sobre Órganos de Representación, Determinación de Condiciones de Trabajo y Participación de los Funcionarios Públicos.

						
					

					
							
							LOSITSS

						
							
							Ley Ordenadora del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social (21-VII-2015).

						
					

					
							
							LPAC

						
							
							Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (1-X-2015).

						
					

					
							
							LPGE

						
							
							Ley de Presupuestos Generales del Estado

						
					

					
							
							LPL-58

						
							
							Ley de Procedimiento Laboral (4-7-1958).

						
					

					
							
							LPL-80

						
							
							Ley de Procedimiento Laboral (13-VI-1980).

						
					

					
							
							LPL-90

						
							
							Ley de Procedimiento Laboral (27-IV-1990).

						
					

					
							
							LPL-95

						
							
							Ley de Procedimiento Laboral (7-IV-1995)

						
					

					
							
							LPRL

						
							
							Ley de Prevención de Riesgos Laborales (8-XI-1995).

						
					

					
							
							LRJAP

						
							
							Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (26-XI-1992).

						
					

					
							
							LRML y LRML-2012

						
							
							Ley de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral (6-VII-2012).

						
					

					
							
							RCUD

						
							
							Recurso de casación para la unificación de doctrina.

						
					

					
							
							RGR

						
							
							Reglamento General de Recursos del Sistema de la Seguridad Social (RD 6-X-1995).

						
					

					
							
							SIMA

						
							
							Servicio Interconfederal de Mediación y Arbitraje.

						
					

					
							
							SMAC

						
							
							Servicio de Mediación, Arbitraje y Conciliación.

						
					

					
							
							SPEE

						
							
							Servicio Público de Empleo Estatal.

						
					

					
							
							STC

						
							
							Sentencia del Tribunal Constitucional.

						
					

					
							
							STCT

						
							
							Sentencia del Tribunal Central de Trabajo.

						
					

					
							
							STS

						
							
							Sentencia del Tribunal Supremo.

						
					

					
							
							TC

						
							
							Tribunal Constitucional.

						
					

					
							
							TCT

						
							
							Tribunal Central de Trabajo.

						
					

					
							
							TGSS

						
							
							Tesorería General de la Seguridad Social.

						
					

					
							
							TRADE

						
							
							Trabajador autónomo económicamente dependiente.

						
					

					
							
							Trib. Const.

						
							
							Tribunal Constitucional.

						
					

					
							
							TS

						
							
							Tribunal Supremo (Sala de lo Social).

						
					

					
							
							TS/CA

						
							
							Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-administrativo).

						
					

					
							
							TS/Civ.

						
							
							Tribunal Supremo (Sala de lo Civil).

						
					

					
							
							TS/Confl.

						
							
							Tribunal Supremo (Sala de Conflictos).

						
					

					
							
							TSJ

						
							
							Tribunal Superior de Justicia.

						
					

				
			

		

	
		
			PARTE I

			JURISDICCIÓN Y PROCESO EN EL ORDEN SOCIAL

		

	
		
			CAPÍTULO I

			ORÍGENES Y EVOLUCIÓN DEL PROCESO LABORAL

			I. INTRODUCCIÓN

			La historia del proceso laboral es, como la de tantas otras instituciones jurídicas, la crónica de una permanente e interminable reforma. Circunstancias diversas —políticas, sociales, económicas, técnico-jurídicas— han llevado al legislador a introducir en el diseño del proceso de trabajo (y de la jurisdicción social misma) sucesivos cambios, unas veces de tono menor, otras de enorme envergadura. Esas modificaciones se han ido acumulando dando lugar a la aprobación de nuevos textos y a la derogación de los precedentes.

			El inicio de la legislación social española, en el último cuarto del siglo XIX, no tardó en ser acompañado de propuestas y realizaciones para crear los órganos y procedimientos a través de los cuales pudiera darse cumplimiento, en caso de conflicto, a aquellas normas. Con toda lógica, sólo se empieza a hablar de órganos dirimentes y procesos de carácter social o laboral, distintos de los comunes, cuando aparecen las primeras normas del que con el tiempo habría de constituir el Derecho del Trabajo.

			Si los litigios a que daban lugar los arrendamientos de servicios civiles se planteaban ante los órganos y mediante los procedimientos del enjuiciamiento civil, desde un principio las leyes especiales del trabajo (ya previstas respecto de las relaciones entre «amos y sirvientes» en el art. 1.585 del Código Civil) son conscientes de la necesidad de que a las reglas sustantivas del nuevo Derecho social acompañen normas jurisdiccionales y procesales más ágiles y realistas. El proceso laboral surge a consecuencia de la incapacidad del proceso civil para garantizar la tutela judicial efectiva de los trabajadores; pues, como escribió irónicamente MENGER hace más de un siglo, «hemos perfeccionado de un modo tal la administración de la justicia civil, que resulta imposible para la mayoría de la nación» (El Derecho Civil y los pobres, trad. de A. POSADA, Madrid, 1898, p. 120).

			La que en un sentido amplio podemos llamar jurisdicción social española (en sentido propio, orden social de la jurisdicción), en su doble aspecto orgánico y procedimental, ha conocido en su incesante camino de reformas dos grandes etapas: la de la justicia paritaria y la de la justicia judicial, de las que se trata a continuación.

			II. LA JUSTICIA LABORAL PARITARIA

			1. LA TRADICIÓN ESPAÑOLA DE LOS JURADOS MIXTOS

			Los primeros, y ciertamente persistentes, intentos de crear con carácter general unos órganos y procedimientos específicos de solución de conflictos laborales abogaron por una justicia paritaria, obrero-patronal, esbozada en torno a la figura del Jurado Mixto y canalizada procedimentalmente a través de vías rápidas y sencillas, al alcance de los litigantes obreros.

			En momentos históricos —segunda mitad del siglo XIX y primeros años del XX— marcados por una gran conflictividad social y una fuerte ideologización del movimiento obrero, el espíritu de armonía, de diálogo social y de solución de las disidencias pacíficamente y a través del Derecho supo abrirse paso, no sin grandes dificultades, impulsado por la burguesía ilustrada y reformista.

			El designio ético y político que dio lugar al nacimiento de la legislación social fue, en efecto, sustituir el dogma del conflicto social permanente y la sistemática oposición de clases por la idea de cooperación entre trabajo y capital y de solución pacífica y con arreglo a Derecho de los conflictos laborales.

			Esta línea armonizadora de intereses patronales y obreros, opuesta a las proposiciones anarquistas y marxistas, tuvo una doble vertiente institucional: de un lado, la integración de trabajadores y empresarios en las instituciones oficiales de la reforma social; de otro, la creación de órganos de Derecho público dotados de composición paritaria (obrero-patronal) e investidos de un conjunto de funciones, normativas, fiscalizadoras y, en lo que aquí importa, jurisdiccionales.

			El proceso de institucionalización de la reforma social iniciado en 1883 con la creación de la Comisión de Reformas Sociales, inspirada por Segismundo MORET, tuvo entre sus propósitos expresos, precisamente, el del estudio de un típico órgano de justicia paritaria, el Jurado Mixto, figura de larga tradición en España como institución de solución de conflictos laborales ajena a la Jurisdicción en sentido estricto.

			2. PRECEDENTES DE LA JUSTICIA SOCIAL PARITARIA

			A) Disposiciones de autoridades gubernativas (1840-1854)

			Fueron disposiciones locales y de ínfimo rango (bandos y circulares de autoridades gubernativas) las primeras en intuir la utilidad de las instituciones, todavía no paritarias, pero sí con cierta participación de empresarios y trabajadores o, cuando menos, de personas expertas en las llamadas entonces cuestiones industriales. Buscando alternativas prácticas a la jurisdicción ordinaria, inaccesible para los trabajadores por su costo y sus dilaciones, se instituyen con carácter coyuntural organismos destinados a un enjuiciamiento más de equidad que de Derecho; algo lógico en una época en la que la legislación laboral aún no existía.

			Así, el Bando del Jefe Político de Barcelona Sr. Gispert (1840) creó una Comisión Inspectora de Fábricas (sus componentes debían ser personas «de probidad y de inteligencia en el ramo de tejidos» y su presidencia correspondía al «señor alcalde primero constitucional») «a fin de evitar a los fabricantes y trabajadores [...] que tengan que acudir ante un tribunal de justicia para resolver sus respectivas reclamaciones». Otro Bando, éste del Gobernador Superior Político de Barcelona Sr. Fulgosio (1844), creaba una Junta, formada por personas de la misma cualificación, específicamente encargadas de resolver cuestiones salariales. La Circular del Gobernador Político de Barcelona Sr. Ordóñez (1854) proponía a su vez la elaboración de un «convenio mutuo» entre fabricantes y obreros que sometiera sus relaciones a «cierto método y regularidad», y recurría a los «fabricantes y operarios inteligentes» para que asesoraran al «tribunal» presidido por dicho Gobernador político y formado además por el Gobernador civil y el Alcalde corregidor. En fin, sobre la base de esos antecedentes, el Bando del Gobernador Civil de Barcelona Sr. Franquet (1855) ordenaba el establecimiento en cada localidad manufacturera de unas «comisiones mixtas permanentes», presididas por los alcaldes (encargados de la ejecución de sus «convenios y decisiones») y destinadas a «conciliar y dirimir las cuestiones fabriles entre operarios y fabricantes».

			B) Los «jurados de prohombres de la industria» en el Proyecto de Ley para la Industria Manufacturera de 1855

			Simultáneamente, el avanzado y lamentablemente malogrado Proyecto del Ministro de Fomento, Manuel Alonso Martínez, sobre la Ley para la Industria Manufacturera (1855), treinta y cuatro años anterior a nuestro Código Civil, se propuso diseñar una jurisdicción propia de dicha materia, con la idea de resolver los conflictos «de una manera expedita y justa» (E. de M. del proyecto), autorizando para ello la creación de unos «jurados de prohombres de la industria» (inspirados sin duda en los Conseils de prud’hommes franceses, creados en 1806).

			Tales jurados, de carácter paritario y presididos por el juez de paz, se integraban de «prohombres elegidos entre los directores y los operarios de las manufacturas, encargados en las cuestiones de hecho de avenir con sus fallos a las partes disidentes y de imponer las penas en que hubiesen incurrido por las faltas cometidas y consignadas en la ley» (E. de M.).

			El procedimiento era el del juicio verbal (modelo que, por su rapidez y simplicidad, ha acompañado siempre al proceso laboral), llamado a culminar en una decisión ejecutoria, apelable ante la Audiencia Territorial cuando se cuestionara la competencia del jurado. Los litigios de los que debía conocer el Jurado no se especificaban en el Proyecto, aunque, dado el contenido de éste, debían ser los referidos al «contrato sobre prestación de servicios», a las «sociedades de fabricantes u operarios» y a los conflictos de carácter colectivo. Como rasgo característico de los primeros y confusos esbozos de una jurisdicción social, el proyecto atribuía a los jurados tanto funciones típicamente judiciales (solución de pleitos) como administrativas (imposición de sanciones).

			C) El Proyecto de Ley de Jurados Mixtos de 1873

			Unos años más tarde (1873) presentaba su también frustrado proyecto de Ley de Jurados Mixtos otro Ministro de Fomento, José Fernando González. Tal proyecto concebía (E. de M.) al Jurado Mixto como «paliativo eficaz, ya que no decisivo remedio, de las perturbaciones que la lucha entre capital y trabajo engendra» y lo anunciaba, muy ambiciosamente, como «el germen de la fundamental institución que rija en su día el orden económico a la manera que el Estado gobierna el orden jurídico».

			El Proyecto configuraba «un jurado por cada industria», formado paritariamente por ocho ciudadanos elegidos por los «obreros» y «capitalistas» de la localidad; a los elegidos correspondería nombrar «de fuera de su seno un presidente». El Jurado se concebía como «el único tribunal competente para resolver las cuestiones civiles que concurran entre capitalistas y obreros con motivo de los contratos que hayan sido celebrados entre sí, siendo en estos asuntos su fallo inapelable y ejecutivo». La materia contenciosa se contraía, pues, a lo que hoy llamamos conflictos individuales de trabajo («salario, horas de trabajo, forma de éste, etc.»: art. 4), dejando fuera los colectivos.

			D) Tribunales arbitrales, Jurados Mixtos y Tribunales ordinarios en los proyectos de Leyes de Contrato de Trabajo de principios del siglo XX

			El advenimiento del siglo XX continuará la tradición de intentos paritarios de solución de los conflictos laborales.

			Así, un curioso diseño procedimental, que tampoco pasó de proyecto, fue el contenido en las Bases aprobadas por la Real Orden de 9 de noviembre de 1902, que encomendaba a la Comisión General de Codificación la elaboración de un proyecto de ley de reforma del contrato de trabajo.

			Dichas Bases ideaban, parece que para la solución de conflictos colectivos, unos Tribunales de arbitraje dotados de competencia conciliadora y presididos por el respectivo Alcalde e integrados por «dos arbitradores» patronos y otros dos obreros; para el caso de no lograrse avenencia, se contemplaban unos singulares «Tribunales ejecutivos», formados por «el Párroco, Juez municipal, Alcalde, Registrador y un mayor contribuyente», a los que correspondía resolver de modo equitativo y «sin forma judicial».

			Sin clara diferenciación respecto de estos litigios, los planteados entre «los amos y patronos y una junta de asociados» se habían de plantear ante el Juez de Primera Instancia, con posible apelación ante la Audiencia. Los conflictos individuales («reclamaciones singulares […] entre amos y jornaleros») habían de dirimirse ante los Jueces municipales, en juicio verbal, con posible apelación ante el Juez de Primera Instancia.

			En el mismo sentido se pronunciaba el Proyecto de Ley de Contrato de Trabajo presentado por Azcárate al Instituto de Reformas Sociales (1904). La Base XXVII de ese proyecto también fallido disponía que las cuestiones suscitadas acerca de la interpretación o cumplimiento de los contratos de trabajo serían decididas por los Jurados Mixtos de patronos y obreros. Los tribunales ordinarios mantenían transitoriamente su competencia y recibían la de ejecutar los acuerdos de los Jurados.

			Una variante a esta regulación se contenía en el Proyecto de Ley de Contrato de Trabajo presentado a las Cortes por el Ministro de la Gobernación, Bernabé Dávila (1906); con carácter transitorio, la competencia radicaba en los Jueces de primera instancia, si bien las partes podían someterse a la decisión de las Juntas Locales de Reformas Sociales a través de un procedimiento arbitral.

			E) Los Jurados Mixtos en la primeras leyes laborales españolas  (Ley de 24 de julio de 1873 y Ley de 30 de enero de 1900)

			Dejando los proyectos —cuyo repetido fracaso, que tanto retrasó los comienzos de nuestra legislación laboral, es reflejo de la inestabilidad política y parlamentaria de la época— y viniendo a las leyes, la que se tiene por primera ley laboral en sentido propio —la Ley de 24 de julio de 1873, de condiciones de trabajo en las fábricas, talleres y minas—, encomienda genéricamente su observancia a unos heterogéneos «Jurados Mixtos de obreros, fabricantes, maestros de escuela y médicos, bajo la presidencia del Juez municipal», a los que se atribuían unas funciones, también entre jurisdiccionales e inspectoras, que, transitoriamente y en tanto no se crearan dichos jurados, asumían los Jueces municipales.

			«Tribunales o Jurados especiales» se previeron asimismo en la primera Ley de Accidentes del Trabajo, de 30 de enero de 1900; tales órganos habían de resolver los conflictos derivados de la aplicación de la ley y, en tanto no se crearan, se atribuían sus competencias a los Jueces de primera instancia, a través del procedimiento del juicio verbal y con los recursos previstos por la Ley de Enjuiciamiento Civil; competencias que el reglamento de la Ley de 1900 (RD de 28 de julio de 1900) permitía asumir a las Juntas locales y provinciales previstas en la Ley de 13 de marzo de 1900, sobre condiciones de trabajo de mujeres y niños. Esta última ley encomendaba a las citadas Juntas (paritarias, con presidencia gubernativa y presencia académica y eclesiástica) la resolución de reclamaciones, en tanto no se crearan los tantas veces prometidos Jurados Mixtos.

			3. LA CREACIÓN DE LOS TRIBUNALES INDUSTRIALES (1908)

			Siempre bajo el principio de la justicia mixta o paritaria, la Ley de 19 de mayo de 1908 da un importantísimo paso al regular los Tribunales Industriales, presididos por un Juez de primera instancia e integrados por tres jurados obreros y tres patronos (dos y dos, más dos suplentes, en la reforma llevada a cabo por la Ley de 22 de julio de 1912).

			La Ley, pese a su brevedad, regulaba tanto los aspectos orgánicos como los procesales, centrándose en el procedimiento de elección de los jurados y en la tramitación del proceso.

			A los Tribunales Industriales se atribuía competencia para conocer dos grandes bloques de materias contenciosas: las derivadas del contrato de trabajo y las surgidas en materia de accidentes de trabajo; esto es, «de las reclamaciones civiles que surjan entre patronos y obreros, o entre obreros del mismo patrono, sobre incumplimiento o rescisión de los contratos de arrendamiento de servicios, de los contratos de trabajo o de los de aprendizaje», y «de los pleitos que surjan en la aplicación de la Ley de Accidentes del Trabajo» (art. 5).

			Los conflictos colectivos quedaban, pues, al margen de la competencia de los Tribunales Industriales, cosa lógica porque de ellos se ocupaba una Ley coetánea (de 19 de mayo de 1908).

			Por lo demás, el proceso laboral diseñado en las Leyes de Tribunales Industriales de 1908 y 1912, y respecto del que la LEC era supletoria, se regía por los principios de brevedad y sencillez que desde el primer momento han definido al proceso laboral.

			El proceso se reputaba urgente (art. 23 de la Ley de 1912), no se exigía la intervención de abogado y procurador (art. 4), por lo que los litigantes podían comparecer personalmente o por medio de cualquier representante en pleno ejercicio de sus derechos civiles (art. 22 de la Ley de 1912), se preveía una conciliación judicial (art. 18), las cuestiones previas habían de proponerse y resolverse junto con el fondo del asunto (art. 19), las pruebas se recibían y practicaban en el acto de juicio (art. 23) y los términos judiciales eran perentorios e improrrogables (art. 23 de la Ley de 1912). Las sentencias del Tribunal eran recurribles en apelación ante el Tribunal pleno (formado por siete jurados por cada parte: art. 28 de la Ley de 1908), cabiendo en ciertos supuestos recurso de nulidad ante la Audiencia territorial (art. 30 de la Ley de 1908). La Ley de 1912 alteró el sistema de recursos, permitiendo el de casación ante el Tribunal Supremo contra las sentencias de los Tribunales Industriales (art. 48).

			Otro gran principio de la justicia social —el de gratuidad— estaba presente en la reforma de la Ley de 1908 operada por la ya citada de 1912 (art. 19 de esta última).

			En fin, el ambicioso Código del Trabajo de la Dictadura de Primo de Rivera (RDL de 23 de agosto de 1926) acogió en su Libro IV la regulación precedente de los Tribunales Industriales, con algunas modificaciones; por ejemplo, en cuanto al ámbito de esa jurisdicción, a la restricción del recurso de casación y a la efectividad de la ejecución de las sentencias.

			4. PROCEDIMIENTOS DE SOLUCIÓN DE CONFLICTOS COLECTIVOS: LOS CONSEJOS PARITARIOS DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE INDUSTRIAL (1908)

			Mientras que la Ley de Tribunales Industriales se proponía la regulación de los litigios laborales individuales y los de accidentes de trabajo, otra Ley de igual fecha (19 de mayo de 1908) abordaba, después de varios intentos fallidos, la creación de órganos destinados específicamente a la solución de otro peculiar bloque de materias contenciosas laborales, constituido por las huelgas, paros y conflictos colectivos en general. Esos órganos eran los Consejos de Conciliación y Arbitraje Industrial, también de carácter paritario, cuyos miembros se designaban de entre sendas listas elaboradas por patronos y obreros. El Consejo, a cuyo frente estaba el Presidente de la Junta Local de Reformas Sociales, daba audiencia a las partes, se desplazaba si lo estimaba necesario para hacer averiguaciones in situ, e intentaba conciliar a las partes y, en su defecto, adoptar un laudo previa escritura de compromiso de aceptación del mismo.

			5. CORPORATIVISMO Y SOLUCIÓN DE CONFLICTOS LABORALES: LOS COMITÉS PARITARIOS

			Los aires corporativistas que llegan a nuestro país tras la Primera Guerra Mundial se manifiestan en un gran número de disposiciones creadoras de entes paritarios destinados a la solución, realmente cuasi normativa y sustitutiva de la negociación colectiva, de conflictos colectivos económicos (fijación de salarios y jornadas de trabajo, previsión de realizar horas extraordinarias, etc.) y en ocasiones a funciones de conciliación y de solución de conflictos individuales.

			Tal sucede con el RD de 15 de marzo de 1919 (jornada en la construcción), el RD de 3 de abril de 1919 (jornada máxima en todos los trabajos), el RD de 27 de agosto de 1919 (jornada en los ferrocarriles), el RD de 11 de octubre de 1919 (Comisión paritaria de Cataluña), RD de 24 de abril de 1920 (Comités paritarios y Comisión Mixta del Comercio de Barcelona), RD de 5 de octubre de 1922 (generalización de los Comités paritarios) y RD de 25 de agosto de 1923 (huelgas y paros). Por cierto, el citado RD de 5 de octubre de 1922 dibujaba nítidamente la filosofía del Estado sobre la justicia paritaria: en la solución de los conflictos colectivos —decía la E. de M. de dicha disposición— «debe ser normal y recomendable el predominio de lo que las representaciones de patronos y obreros convengan, sin que al poder público le incumban facultades dirimentes, salvo en los casos en que [...] las mismas partes sometan expresamente a la resolución de las Autoridades las diferencias o discrepancias existentes».

			Consagrado plenamente el corporativismo durante la Dictadura del general Primo de Rivera, se acentúan las dificultades de coexistencia de los Comités paritarios y los Tribunales Industriales, que, no obstante, subsistirán hasta 1935, aunque perdiendo sucesivamente competencias. Así, por una parte, el RD-Ley de 26 de noviembre de 1926, sobre Organización Corporativa Nacional, reconocía a los organismos paritarios las amplísimas facultades de «prevenir los conflictos industriales e intentar solucionarlos, si llegan a producirse» y de «resolver las diferencias individuales o colectivas entre patronos y obreros a que les sometan las partes» (art. 17.2.º y 3.º) —regla reiterada en el RD de 22 de julio de 1928 y en el de 8 de marzo de 1929—; y por otra, esa misma importante norma traspasaba de los Tribunales Industriales a las Comisiones mixtas del Trabajo (agrupaciones de Comités homogéneos) las competencias para resolver conflictos derivados del contrato de trabajo (art. 21).

			En particular, el RD de 22 de julio de 1928 atribuía a los Comités paritarios el conocimiento de las reclamaciones frente a despidos, en las que el Comité actuaba como jurado y su presidente como «Magistratura del Trabajo» (denominación de inspiración italiana, que anuncia al órgano jurisdiccional social del régimen de Franco). Por otra parte, el citado RD prohibió que los Tribunales Industriales intervinieran en las reclamaciones sobre extinción del contrato de trabajo de las que vinieran ya conociendo los Comités paritarios (art. 13).

			La organización corporativa de la jurisdicción social alcanzó también a los litigios sobre seguros sociales. Mientras que los pleitos sobre el pago del retiro obrero se dirimían ante los Jueces de primera instancia en juicio verbal (RD de 11 de marzo de 1919), las reclamaciones en materia de seguro de maternidad se planteaban ante las Comisiones paritarias de los Patronatos de Previsión Social, cuyos fallos eran recurribles en alzada ante una Comisión paritaria presidida por un Magistrado designado por el Presidente del Tribunal Supremo (RD-Ley de 22 de marzo de 1929, art. 18).

			6. LOS JURADOS MIXTOS DE LA SEGUNDA REPÚBLICA

			Establecida la Segunda República, la figura de los Comités paritarios es continuada por la de los Jurados Mixtos. El Decreto de 7 de mayo de 1931, al crear los Jurados en la agricultura, se proponía «la organización de entidades democráticas de los diversos elementos agrarios, patronos y obreros…», y adoptaba la denominación de Jurados (abandonado la de Comités), tomándola de la Ley de 24 de abril de 1873, «porque evoca todos los anhelos democráticos que en materia social tuvo la Primera República española».

			Los Jurados Mixtos Profesionales (tanto industriales como rurales), creados por Ley de 27 de noviembre de 1931, se hallaban formados por vocales patronos y obreros, eran presididos por persona propuesta por unanimidad de aquéllos, y tenían competencia sobre «todas las cuestiones que se sometan a su conocimiento sobre pago de horas extraordinarias, diferencia de jornales y otras análogas, derivadas de la interpretación y cumplimiento de las obligaciones contractuales», siempre que no superaran un límite cuantitativo (2.500 ptas.).

			En particular, era objeto de prolija regulación el juicio de despido, así como el procedimiento de reclamación de salarios y horas extraordinarias. Además de estos conflictos típicamente individuales, la Ley de Jurados Mixtos, de 27 de noviembre de 1931, les encomendaba la misión, situada más en la órbita de lo colectivo, de «prevenir los conflictos entre el capital y el trabajo, procurando la avenencia en los casos en que aquélla vaya a producirse». Y aún había lugar para atribuir a los Jurados una difusa función arbitral: «intervenir en las diferencias entre patronos y obreros en materias en que no aparezca determinada estrictamente su competencia, si patronos y obreros se someten de un modo expreso a su resolución arbitral» (art. 20).

			En la línea tradicional de acumulación de funciones, los Jurados eran (como lo fueron los Comités de Primo de Rivera) «instituciones de Derecho público encargadas de regular la vida de la profesión o profesiones y de ejercer funciones de conciliación y de arbitraje» (art. 1 de la Ley de 27 de noviembre de 1931). Las funciones del Jurado, en consonancia con esta amplia noción legal, se dirigían, sí, a la solución de cuestiones litigiosas, pero también a la fijación de normas sectoriales («bases de trabajo»), a la inspección del trabajo, elaboración de censos, etc. Precisamente esta facultad de elaborar «bases» de trabajo primero por los Comités y luego por los Jurados es la que explica la debilidad del convenio colectivo en esta época.

			Suprimidos los Tribunales Industriales por la Ley de Bases de 16 de julio de 1935 (supresión reiterada, por cierto, por el Decreto de 13 de mayo de 1938), el Texto Refundido de la legislación de Jurados Mixtos (D de 29 de agosto de 1935) procedió a una detallada regulación de la organización y funcionamiento de éstos y de los distintos procedimientos, colectivos e individuales, de los que conocía; procedimientos que, con el objetivo de «una justicia social rápida, expedita y conciliadora», regulaba pormenorizadamente el Decreto de 11 de noviembre de 1935, que introducía la apelación ante el Tribunal Central del Trabajo del Ministerio de Trabajo, Justicia y Sanidad, formado por tres magistrados, dos patronos y dos obreros, cuyas resoluciones eran revisables ante la Sala de Cuestiones Sociales del TS (creada en 1931) en determinados asuntos.

			III. LA MAGISTRATURA DEL TRABAJO Y EL PROCESO LABORAL JUDICIALIZADO

			1. CREACIÓN DE LA MAGISTRATURA DEL TRABAJO

			La larga y constante tradición de justicia social paritaria —complicada, como se ha podido ir viendo, con la coexistencia de órganos y procedimientos de distinta naturaleza— se interrumpe radical y definitivamente, en plena Guerra Civil, con la promulgación del Fuero del Trabajo (Decreto de 9 de marzo de 1938), cuya Declaración VII anunciaba la creación de «una nueva Magistratura del Trabajo, con sujeción al principio de que esta función de justicia corresponde al Estado». La reforma orgánica anticipaba consecuentemente una reforma procesal, que culminó en la primera Ley de Procedimiento Laboral (Texto Refundido de 1958).

			En cuanto a lo primero (reforma orgánica), el Decreto de 13 de mayo de 1938 instituyó efectivamente las Magistraturas del Trabajo, suprimiendo los Jurados Mixtos y los Tribunales Industriales, cuyo funcionamiento consideraba anormal; al mismo tiempo, este Decreto introducía modificaciones en el proceso laboral, sin perjuicio de mantener las normas que el Código del Trabajo dedicaba a ciertas actuaciones de los Tribunales Industriales.

			Seguidamente se promulgó la Ley Orgánica reguladora de la Magistratura del Trabajo, de 17 de octubre de 1940. La Magistratura se configuraba como una «jurisdicción especial emanada del Ministerio de Organización y Acción Sindical» y comenzó a proveerse, transitoriamente y sin consolidar situaciones, por libre designación del citado Ministerio. La nueva ordenación supuso la derogación del sistema de justicia paritaria encarnado en los Jurados Mixtos y su sustitución por órganos servidos por jueces profesionales, que pronto se encuadraron en un cuerpo independiente con escalafón propio. Complemento de la supresión de los organismos paritarios fue la decisión de privar del carácter de firmes a todas las resoluciones dictadas por los Jurados Mixtos, Tribunales Industriales y Sala de lo Social del Tribunal Supremo con posterioridad al 18 de julio de 1936 en la zona no sometida al Gobierno Nacional, habilitando un procedimiento para su revisión (art. 1 del Decreto de 15 de junio de 1939). A este efecto, otro Decreto —de 23 de septiembre de 1939— dispuso la apertura de nuevos períodos probatorios.

			Frente a la pluralidad de órganos a los que precedentemente se atribuían funciones jurisdiccionales en materia social (Tribunales Industriales, Jurados Mixtos, Jueces de primera instancia y municipales, etc.), la Magistratura del Trabajo se erigió en la «única institución contenciosa en la rama social del Derecho» (art. 1 de la Ley de 17 de octubre de 1940).

			La citada Ley se completó con otra de 22 de diciembre de 1949, que reguló los recursos de suplicación y casación y el recurso en interés de la ley.

			2. LAS LEYES DE PROCEDIMIENTO LABORAL DE 1958, 1963, 1966 Y 1973

			Después de unos años en los que el procedimiento laboral se basó en la reforma de los preceptos del Código del Trabajo, la jurisdicción laboral pudo contar con una ley procesal propia: el Texto Refundido de Procedimiento Laboral, autorizado por Ley de 24 de abril de 1958 y aprobado por Decreto de 4 de julio de 1958, que constituye desde entonces la base sobre la que se ha ido edificando, a través de sucesivas reformas, nuestro proceso laboral.

			Esa norma fue objeto de una nueva refundición, a través del Decreto 149/1963, de 17 de enero, cuya más importante innovación fue la atribución a la jurisdicción social del conocimiento de conflictos colectivos, consecuencia de la admisión de éstos por el Decreto de 20 de septiembre de 1962. A tal efecto se creaba un proceso especial, que se iniciaba de oficio por la Administración laboral y que tenía carácter urgente y preferente; las sentencias de las Magistraturas en esta materia eran impugnables mediante un recurso de alzada de nueva creación. El Texto Refundido de 1963 procedió asimismo a modificar la cuantía de las reclamaciones a efectos de interponer recurso de suplicación.

			El Decreto 149/1963 fue derogado pocos años después, mediante la promulgación del Decreto 909/1966, de 21 de abril, el segundo de los dos textos articulados de la Ley de Bases de la Seguridad Social (Ley 163/1963, de 28 de diciembre). La nueva Ley de Procedimiento Laboral de 1966 sustituía, en la relación de materias contenciosas sociales, la referencia a los «pleitos sobre accidentes del trabajo, seguros sociales y prestaciones del Mutualismo Laboral» por la actualizada a «los pleitos sobre Seguridad Social». Paralelamente, los procesos especiales de «accidentes de trabajo y enfermedades profesionales» y de «Seguros Sociales y Mutualismo Laboral» (estos últimos resueltos por una Magistratura Especial de Previsión Social con jurisdicción nacional) fueron sustituidos, con mejor ordenación técnica, por los «procesos de Seguridad Social».

			El Decreto 909/1966 fue a su vez derogado y sustituido por el Decreto 2.381/1973, de 17 de agosto, una norma procesal derivada también de la necesidad de adaptar el proceso laboral a la reforma de la Seguridad Social llevada a cabo por la Ley 24/1972, de 21 de junio, de financiación y perfeccionamiento de la acción protectora del Régimen General de la Seguridad Social. De esta Ley derivaron también dos textos articulados, uno sustantivo y otro procesal, encargándose éste de ratificar el régimen del apremio de la obligación de cotizar a través de las Magistraturas de Trabajo y no, como ocurría precedentemente, de Agencias ejecutivas.

			IV. EL PROCESO LABORAL DESPUÉS DE LA CONSTITUCIÓN DE 1978

			1. EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE PROCEDIMIENTO LABORAL DE 1980

			Una nueva refundición de la Ley de Procedimiento Laboral tuvo lugar, tras la muerte de Franco (noviembre de 1975) y la instauración de la Monarquía constitucional, a través del Real Decreto Legislativo 1.568/1980, de 30 de junio; una norma de gran trascendencia porque incorporaba al ámbito procesal laboral los principios de la Constitución de 1978 e instrumentaba procedimentalmente la nueva ordenación contenida en el Estatuto de los Trabajadores (1980). Cuestiones como la vía previa administrativa y la conciliación preprocesal, los procesos por despidos debidos a causas objetivas, el régimen de los salarios de tramitación en los procesos de despido, la responsabilidad del Estado en estos procedimientos, la ejecución provisional de las sentencias de despido o el control directo de la legalidad de los convenios colectivos, fueron objeto, entre otras, de reordenación en la Ley de Procedimiento Laboral de 1980.

			2. EL TEXTO ARTICULADO DE LA LEY DE PROCEDIMIENTO LABORAL DE 1990

			A su vez, esta Ley fue derogada por un nuevo texto —en esta ocasión articulado—, dictado en desarrollo de la Ley de Bases 7/1989, de 12 de abril, y aprobado por Real Decreto Legislativo 521/1990, de 27 de abril.

			La necesidad de esta nueva y profunda reforma venía impulsada por la aprobación de la trascendental Ley Orgánica del Poder Judicial en 1985. Esta ley establecía una nueva estructura en los órganos de la jurisdicción, adaptada a la organización territorial del Estado, que compartimentó a éste en diecisiete Comunidades Autónomas, dotadas cada una de ellas de un Tribunal Superior de Justicia, con diversas Salas, entre ellas la (en algunos casos, las) de lo Social.

			La elaboración de la Ley de Procedimiento Laboral de 1990 no fue fácil; la propia Ley Orgánica del Poder Judicial encomendó al Gobierno (Disp. Adic. 12.ª) aprobar un texto refundido de la LPL en el plazo de un año. El Gobierno no cumplió este mandato legal, por lo cual el legislador optó por otra vía de delegación legislativa, no la del texto refundido sino la del texto articulado. A tal efecto se dictó la Ley de Bases de Procedimiento Laboral 7/1989, de 12 de abril, que dio al Gobierno un nuevo plazo de un año para que elaborara el correspondiente Decreto legislativo. La opción por la técnica de la Ley de Bases precisada de ulterior articulación ampliaba las posibilidades innovadoras de la norma. El Gobierno, finalmente, procedió a articular la citada Ley de Bases, aunque fuera de plazo, mediante el Real Decreto Legislativo de 27 de abril de 1990. No fue ésta la única incidencia que padeció la LPL de 1990, pues pocos días después de su publicación apareció en el Boletín Oficial del Estado una corrección de errores de impresionante extensión, que no alcanzaba sólo a aspectos de forma sino de contenido; la pretendida corrección de errores afectaba, entre otras cuestiones, nada menos que al Libro IV de la Ley, dedicado a la ejecución de sentencias, en su integridad. Tanto desde sectores sindicales como empresariales se acusó a la nueva Ley de extemporánea y, sobre todo, de haberse alterado partes importantes de su contenido por la vía inadecuada de la rectificación de errores. El Tribunal Supremo (Sala 3.ª, de lo Contencioso-Administrativo) acogió estas denuncias y declaró (S de 3 de octubre de 1997) la nulidad de la referida corrección, en atención al insuficiente rango de la disposición correctora. Como suele ocurrir, la anulación llegó tarde, pues dos años antes (en 1995) se había aprobado un nuevo texto que incorporaba el texto «corregido» de 1990, dotándole del suficiente nivel legal.

			La LPL de 1990 introdujo grandes innovaciones que, en su mayoría, han permanecido en nuestro ordenamiento procesal-laboral.

			Ante todo, la LPL de 1990 adaptó el proceso de trabajo a las transformaciones que había introducido en la Jurisdicción la Ley Orgánica del Poder Judicial; transformaciones que afectaban a los órganos jurisdiccionales y, consiguientemente, a las reglas sobre competencia funcional y territorial de éstos y en especial sobre régimen de recursos.

			En tal sentido, las Magistraturas de Trabajo cambiaron de nombre, pasando a llamarse Juzgados de lo Social (un cambio de intencionalidad política ya que la institución fue una de las más características del régimen de Franco, aunque también dirigido a homogeneizar la denominación con las de los Juzgados de primera instancia e instrucción, contencioso-administrativo, menores y vigilancia penitenciaria: art. 26 LOPJ, versión inicial). Pese al cambio de nombre, la función jurisdiccional de estos órganos, que vienen conociendo en primera y única instancia, se mantuvo.

			No ya nominal sino muy sustancial fue el cambio que la Ley Orgánica del Poder Judicial introdujo al suprimir el histórico Tribunal Central de Trabajo, nacido en la Segunda República y que ejerció durante toda la época franquista una importantísima labor de unificación doctrinal de las sentencias de las Magistraturas a través del llamado «recurso de suplicación». Desaparecido el Tribunal Central, único para toda España, su función se parceló entre los diecisiete Tribunales Superiores de Justicia, todos los cuales cuentan con una Sala de lo Social y en algunas Comunidades Autónomas con más de una. Esta multiplicidad de doctrinas de suplicación exigió la creación de un nuevo mecanismo de unificación jurisprudencial: el recurso de casación para la unificación de doctrina encomendado a la Sala de lo Social del Tribunal Supremo.

			No fueron sólo razones orgánicas y jurisdiccionales, las que motivaron la aprobación de la LPL de 1990; hubo también importantes motivos derivados de la aprobación de nuevas leyes sustantivas como la Ley Orgánica de Libertad Sindical (1985), en la que se dibujaban diversos procesos en materia sindical, que hubo de regular la LPL. En fin, el Tribunal Constitucional había declarado la inconstitucionalidad de algunos preceptos de la LPL de 1980 y había procedido a interpretar algunos otros de modo ajustado a la Constitución; tales declaraciones e interpretaciones fueron asumidas por la LPL de 1990.

			Así, la llamada «materia contenciosa laboral» (ALONSO OLEA) se ensanchó en 1990 pasando a abarcar los procesos de contenido sindical, de modo que el proceso de trabajo se consolidó como el cauce natural para la tutela jurisdiccional de la libertad sindical. En concreto, se encomendaron a la jurisdicción social los litigios referidos a la constitución y reconocimiento de la personalidad jurídica de los sindicatos y las asociaciones empresariales, la impugnación de sus estatutos y de sus modificaciones, el régimen jurídico sindical, la responsabilidad de sindicatos y organizaciones empresariales por incumplimiento de la legislación social y, en fin, la tutela jurisdiccional de la libertad sindical. A consecuencia de la inclusión de estas materias en el ámbito competencial de la jurisdicción social, la LPL de 1990 hubo de ocuparse de regular la legitimación y representación del sindicato en defensa de los intereses asociativos y de los de sus afiliados, su posición de coadyuvante, etc. La aplicación de la Ley Orgánica de Libertad Sindical llevó también a la LPL de 1990 a declarar la nulidad de los despidos producidos sin la audiencia previa de los delegados sindicales.

			Materia conexa con la sindical, los procesos sobre negociación colectiva recibieron asimismo el influjo de las orientaciones jurisprudenciales, dando lugar a la posibilidad de impugnación directa de los convenios colectivos por sujetos privados legitimados para ello.

			La LPL de 1990 incorporó también, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 20/1988, al elenco de materias litigiosas las reclamaciones contra resoluciones del Fondo de Garantía Salarial e incluyó los conflictos derivados de planes de pensiones y contratos de seguro que tengan su causa en la contratación individual o colectiva.

			Asimismo procedió la LPL de 1990 a excluir de modo expreso del ámbito de la Jurisdicción social determinados asuntos que venían planteando dudas y polémicas en cuanto a su conocimiento por los jueces y Tribunales de lo social: impugnación de actos administrativos de contenido laboral y en particular de actos de gestión recaudatoria de la Seguridad Social. La ley confirmó que tales actos no eran impugnables en la vía social sino en la contencioso-administrativa, al tiempo que decidió, con congruencia, que la tutela judicial de la libertad sindical de los funcionarios públicos no correspondía a la jurisdicción social sino a la contencioso-administrativa.

			La LPL de 1990 afectó de modo fundamental a la ordenación del proceso ordinario y de los procesos especiales, que pasó a denominar «modalidades procesales». En primer lugar, la reforma de 1990 incidió en una aspiración tradicional del proceso laboral, a saber, la simplificación del proceso, la reiteración del principio de oralidad y la eliminación de formalismos innecesarios, objetivo que venía impuesto tanto por la Ley de Bases como por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, contraria a los que llama «formalismos enervantes», particularmente rechazables en la administración de la justicia laboral. En este sentido, la LPL de 1990 permitió que la demanda que adoleciera de defectos en su presentación fuera admitida provisionalmente y reiteró que los actos de alegaciones, pruebas y conclusiones debían efectuarse oralmente en el acto de juicio.

			La Ley de 1990 interpretó el principio de igualdad procesal a la luz del criterio «pro operario», teniendo en cuenta que la legislación laboral se inspira en el «sentido compensador e igualador de las desigualdades que subyacen en las posiciones de trabajador y empresario» (en palabras de la Ley de Bases). A esta finalidad «pro operario» obedecieron varias nuevas reglas procesales. Así, la regla según la cual en los procesos de despido se altera el orden de intervención de las partes, de manera que no es el demandante —el trabajador—, sino el demandado —el empresario— quien tiene que «exponer sus posiciones en primer lugar» en las fases de alegaciones, prueba y conclusiones. A la misma finalidad protectora del trabajador se debe la regla a cuyo tenor la carga de la prueba en los pleitos por discriminación se desplaza al empresario, que, siempre que el trabajador hubiera presentado indicios racionales de tal discriminación, habrá de aportar «una justificación objetiva y razonable [...] de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad». En fin, la LPL de 1990 prohibió que el demandado (normalmente el empresario) pudiera ejercer la reconvención «de modo sorpresivo», imponiendo a quien pensara reconvenir la carga de anunciar su propósito de hacerlo en la conciliación previa al proceso, momento en el cual habría de indicar los hechos en que se fundaría la reconvención y el concreto contenido de ésta.

			Un cambio radical en nuestro proceso laboral fue el que introdujo la LPL de 1990 en materia de recursos o «medios de impugnación», incluyendo, para agilizar el funcionamiento de la Jurisdicción, el «trámite de inadmisión del recurso» cuando éste careciera de contenido, e innovando profundamente los dos grandes recursos sociales —la casación y la suplicación—, cuya frontera dejó de ser la cuantía del asunto. El recurso de suplicación pasó a ser procedente frente a las sentencias (con algunas excepciones) dictadas por los Juzgados de lo Social, mientras que la casación sólo era posible frente a las sentencias dictadas en única instancia por las Salas de lo Social de los Tribunales Superiores de Justicia o la Audiencia Nacional.

			Por otra parte, la LPL de 1990 creó el importantísimo recurso de casación para la unificación de doctrina, que dos años después (Ley 10/1992) adoptó la jurisdicción contencioso-administrativa. Este recurso tiene un lejano, pero sólo lejano, parentesco con el precedente recurso en interés de la ley. En efecto, la interposición del desaparecido recurso en interés de la ley procedía ante el Tribunal Supremo frente a sentencias del Tribunal Central de Trabajo cuya doctrina se consideraba errónea o dañosa; lo característico del recurso era que, si se estimaba, la sentencia del TS no casaba y anulaba el fallo impugnado ni alteraba la situación jurídica particular creada por la sentencia impugnada, sino que tenía meros efectos doctrinales. El alcance del nuevo recurso de casación para la unificación de doctrina es muy distinto; la razón de ser de este recurso es la existencia de una pluralidad de Tribunales Superiores de Justicia y Salas de lo Social encargados de resolver los recursos de suplicación frente a las sentencias de los Juzgados de lo Social, un problema que no existía cuando la doctrina de suplicación emanaba en exclusiva del Tribunal Central de Trabajo, único y de ámbito nacional. La posibilidad (y realidad) de sentencias sociales de Tribunales Superiores discrepantes entre sí o con sentencias del Tribunal Supremo exigió que el legislador arbitrara un sistema de unificación de la doctrina judicial, a través del citado recurso de casación para la unificación de doctrina, recurso al que dedica la mayor parte de su actividad la Sala de lo Social del TS, pese a que se trata de un recurso de difícil admisión, ya que exige que se pruebe que en asuntos prácticamente idénticos hayan recaído sentencias contradictorias.

			En fin, la LPL de 1990 procedió a modificar, también profundamente, diversos y complejos aspectos de la ejecución de las sentencias, particularmente los relativos a las ejecuciones dinerarias, las ejecuciones de sentencias recaídas en procesos de despidos y las ejecuciones provisionales.

			3. EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE PROCEDIMIENTO LABORAL DE 1995

			Siguiendo la tradición en la materia, la LPL de 1990 fue derogada cinco años más tarde por el Texto Refundido aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, fruto de una tramitación también complicada, pues el plazo de seis meses que la Ley 11/1994 (Disp. Final 5.ª) concedió al Gobierno para elaborar un texto refundido fue incumplido, siendo preciso que otra Ley, la 42/1994, de medidas fiscales, administrativas y del orden social, abriera un nuevo plazo por otros tres meses.

			La nueva refundición se hacía eco de numerosos cambios del Derecho laboral sustantivo, e incorporaba modificaciones legales parciales que ven

			
			
			
			4. LA LEY 36/2011, REGULADORA DE LA JURISDICCIÓN SOCIAL (LJS)
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